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I. Introducción

L as normas que regulan la competencia electoral 
ocupan un lugar particularmente sensible dentro del 
orden constitucional. A diferencia de otros ámbitos 

de la legislación ordinaria, las reglas que organizan los 
procesos electorales inciden directamente en el ejerci-
cio de los derechos político-electorales de la ciudadanía 
y en la legitimidad de las instituciones representativas. 
Por esta razón, cualquier modificación al marco jurídico 
electoral debe analizarse a la luz de los principios consti-
tucionales que garantizan la equidad en la contienda, la 
neutralidad del poder público y la integridad de los proce-
sos electorales (Córdova y Murayama, 2019). 

En el sistema constitucional mexicano, uno de los pilares 
normativos para garantizar estas condiciones se encuen-
tra en el artículo 134 de la Constitución Política de los 
Estados Unidos Mexicanos. A partir de la reforma consti-
tucional de 2007, dicho precepto incorporó disposiciones 
destinadas a regular el uso de los recursos públicos y la 
comunicación gubernamental, estableciendo el deber de 
imparcialidad en la administración de dichos recursos y 
prohibiendo la promoción personalizada de los servidores 
públicos en la propaganda gubernamental (Cámara de 
Diputados, 2007, artículo 134).

La finalidad de esta reforma fue preservar la equidad de 
la competencia política y evitar que la comunicación ins-
titucional del Estado o el uso de recursos públicos se 
convirtieran en instrumentos de posicionamiento electo-
ral. En otras palabras, el artículo 134 constitucional se 
diseñó como una garantía estructural del sistema elec-
toral mexicano, destinada a impedir que el poder público 
intervenga indebidamente en la formación de la voluntad 
política de la ciudadanía (Carbonell, 2001).

Desde la perspectiva del derecho constitucional electoral, 
estas restricciones responden a un principio más amplio: 
la neutralidad del poder público frente a los procesos de 
competencia política. Este principio encuentra sustento 
tanto en el diseño constitucional del sistema electoral 
mexicano, como en los estándares interamericanos sobre 
derechos políticos que exigen que los procesos electora-
les se desarrollen en condiciones de libertad, equidad y 
autenticidad del sufragio (Corte Interamericana, 2008).

La Corte Interamericana de Derechos Humanos ha sos-
tenido que el ejercicio efectivo de los derechos políti-
cos requiere que los procesos electorales se desarrollen 
en condiciones que permitan a la ciudadanía formar su 
voluntad política sin interferencias indebidas del poder 
público. Desde esta perspectiva, las restricciones al uso 
de recursos estatales en contextos político-electorales no 
constituyen limitaciones indebidas a la acción guberna-
mental, sino garantías institucionales orientadas a prote-
ger la libertad del sufragio y la integridad de los procesos 
democráticos (Convención Americana, artículo 23).

Sin embargo, el alcance de estas disposiciones no ha 
sido definido únicamente por el texto constitucional. Su 
desarrollo ha sido resultado de un proceso institucional 
más amplio en el que han intervenido tanto la autoridad 
administrativa electoral como el Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación. A través de lineamientos 
regulatorios y de una línea jurisprudencial consolidada 
se fue construyendo un marco interpretativo destinado 
a delimitar los alcances del artículo 134 constitucional y 
a garantizar la neutralidad del poder público frente a los 
procesos electorales (TEPJF, 2015).

Durante varios años este desarrollo institucional permitió 
consolidar un modelo relativamente claro de neutralidad 
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estatal. Sin embargo, en los últimos años este marco 
interpretativo ha experimentado tensiones relevantes 
que no han derivado principalmente de reformas legisla-
tivas, sino de criterios jurisprudenciales adoptados por la 
integración actual de la Sala Superior del Tribunal Electo-
ral del Poder Judicial de la Federación.

En este contexto se inscribió la iniciativa de reforma 
constitucional presentada en 2026, que pretendía modifi-
car el artículo 134 para permitir que autoridades públicas 
difundieran ejercicios de democracia directa, como con-
sultas populares o procesos de revocación de mandato. 
Aunque dicha reforma constitucional finalmente no fue 
aprobada por el Congreso de la Unión, el debate que 
generó y el anuncio posterior de nuevas iniciativas nos 
obligan a revisar otra vez el alcance del modelo constitu-
cional de neutralidad del poder público.

Cuando los recursos públicos y la comunicación institu-
cional del Estado pueden incidir en procesos de delibera-
ción o decisión política de la ciudadanía, se pone en juego 
uno de los equilibrios más delicados del sistema electoral 
mexicano: la neutralidad del poder público frente a la 
competencia política.

II. La reforma constitucional de 2007 y 
el origen del modelo de neutralidad

La incorporación de restricciones a la propaganda guber-
namental en el artículo 134 constitucional fue resultado 
de un proceso de reforma orientado a corregir distorsio-
nes estructurales que durante años habían afectado la 
equidad de las contiendas electorales en México. Entre 
ellas destacaban tres fenómenos recurrentes: la pro-
moción personalizada de los servidores públicos, el uso 
estratégico de la propaganda gubernamental en con-
textos electorales y la utilización de recursos públicos 
con fines político-electorales (Senado de la República, 
2007).

Durante décadas, la comunicación institucional de los 
gobiernos federales, estatales y municipales incorporó de 
manera sistemática elementos destinados a posicionar 
políticamente a quienes ejercían cargos públicos. Infor-
mes de gobierno, campañas institucionales o difusión de 
programas sociales incluían con frecuencia el nombre, la 
imagen o la voz de funcionarios.

A esta situación se sumaba el incremento de propaganda 
gubernamental durante los procesos electorales, lo que 
generaba ventajas indirectas para los actores políti-
cos vinculados con las acciones de gobierno difundidas 
mediante dichos mensajes.

Frente a estas prácticas, la reforma constitucional de 
2007 introdujo en el artículo 134 un conjunto de disposi-
ciones destinadas a establecer límites claros a la comuni-
cación gubernamental y al uso de los recursos públicos.

La intención del constituyente permanente fue explícita. 
En la exposición de motivos de la referida reforma, apro-
bada por amplios consensos entre las fuerzas políticas 
entonces representadas en el Congreso de la Unión, se 
sostuvo que uno de los objetivos centrales del nuevo 
modelo electoral consistía en asegurar que los poderes 
públicos observaran en todo momento una conducta de 
imparcialidad respecto de la competencia electoral. El 
dictamen aprobado por el Senado subrayó, además, que 
las garantías constitucionales están diseñadas para pro-
teger a las personas frente al poder público y no para 
amparar a las autoridades en el ejercicio de sus funcio-
nes. Bajo esta lógica, el constituyente incorporó en el 
artículo 134 constitucional reglas destinadas a impedir el 
uso del poder público para favorecer o perjudicar a par-
tidos políticos o candidaturas, así como para promover 
ambiciones personales de carácter político.

De esta manera, el principio de neutralidad estatal surgió 
como una respuesta constitucional frente al uso histórico 
de recursos públicos con fines electorales.

III. El desarrollo administrativo 
del artículo 134

El texto constitucional estableció el marco general de 
estas restricciones, pero su aplicación práctica requirió 
un proceso posterior de desarrollo institucional.

En este proceso desempeñó un papel central la auto-
ridad administrativa electoral. El entonces Instituto 
Federal Electoral, y posteriormente el Instituto Nacional 
Electoral, emitieron acuerdos y lineamientos destinados 
a regular la propaganda gubernamental y delimitar los 
alcances de la prohibición de promoción personalizada de 
los servidores públicos (IFE, 2011).
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Estos lineamientos establecieron parámetros para iden-
tificar cuándo una comunicación gubernamental podía 
constituir promoción personalizada y definieron restric-
ciones a la propaganda institucional durante los procesos 
electorales. Asimismo, consolidaron el criterio de que la 
comunicación institucional del Estado debía mantener 
un carácter estrictamente informativo y evitar cualquier 
elemento que pudiera asociarse con el posicionamiento 
político de servidores públicos.

De esta manera, el principio de neutralidad del poder 
público comenzó a adquirir contenido operativo dentro 
del sistema electoral mexicano.

IV. La construcción jurisprudencial 
del artículo 134

El desarrollo definitivo del modelo se produjo a través de 
la interpretación jurisdiccional del Tribunal Electoral del 
Poder Judicial de la Federación.

La jurisprudencia electoral reconoció progresivamente 
que el uso de recursos públicos y de la comunicación 
institucional del Estado puede generar ventajas indebidas 
en la competencia política, incluso cuando no existe una 
solicitud explícita del voto.

Existen varios precedentes relevantes en la materia, 
como ejemplo cito el expediente SUP-RAP-200/2009, 
en el cual el Tribunal analizó los alcances de la prohibi-
ción constitucional respecto de propaganda institucional 
difundida por autoridades públicas (TEPJF, 2009).

Posteriormente, en el expediente SUP-RAP-66/2011, la 
Sala Superior desarrolló criterios para identificar promo-
ción personalizada en la comunicación gubernamental 
(TEPJF, 2011).

Esta línea interpretativa se consolidó posteriormente en la 
jurisprudencia 12/2015 (TEPJF, 2015), en la cual se esta-
blecieron elementos para identificar cuándo la propaganda 
gubernamental rebasa su carácter institucional y se con-
vierte en promoción personalizada de servidores públicos.

A partir de esta evolución jurisprudencial, la Sala Supe-
rior consolidó un criterio fundamental: el artículo 134 

constitucional establece un principio amplio de neutrali-
dad estatal frente a los procesos electorales.

V. Tensiones recientes y 
riesgos institucionales

En los últimos años este modelo ha comenzado a expe-
rimentar tensiones relevantes, las cuales no provienen 
principalmente de reformas legislativas, sino de criterios 
jurisprudenciales recientes adoptados por la integración 
actual del Tribunal Electoral, los cuales han flexibilizado 
el modelo y han sido permisivos de la propaganda guber-
namental, personalizada y desvío de recursos públicos, 
que han puesto en duda la equidad en la contienda en los 
últimos procesos electorales.

En este contexto se presentó la iniciativa de reforma 
constitucional de 2026 que pretendía permitir que auto-
ridades públicas difundieran ejercicios de democracia 
directa, como consultas populares o procesos de revoca-
ción de mandato.

Permitir que las autoridades públicas difundan o promue-
van estos ejercicios representa una alteración sustan-
tiva del modelo constitucional de neutralidad del poder 
público construido a partir de la reforma electoral de 
2007. Dicho modelo se diseñó precisamente para impedir 
que el aparato estatal y los recursos públicos influyeran 
en la formación de la voluntad política de la ciudadanía.

El problema adquiere una dimensión aún más delicada 
cuando se considera la posibilidad de que estos ejerci-
cios de participación directa coincidan temporalmente 
con procesos electorales o que incluso puedan referirse a 
temas vinculados con la competencia política.

En ese escenario, la difusión institucional promovida por 
autoridades públicas podría incidir indirectamente en el 
debate electoral y alterar las condiciones de equidad en 
la contienda.

En términos prácticos, ello permitiría que el gobierno, 
a través de su capacidad institucional de comunicación 
y de los recursos públicos a su disposición, participe en 
procesos de deliberación ciudadana que pueden influir 
en la competencia política. Dicho de manera clara: el 
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gobierno terminaría formando parte del propio proceso 
político que la Constitución buscó mantener neutral.

La discusión sobre los alcances del artículo 134 consti-
tucional no puede analizarse de manera aislada del con-
texto institucional en el que actualmente se desarrolla el 
sistema electoral mexicano. En los últimos años se ha 
observado una tendencia preocupante hacia la flexibiliza-
ción de los límites que originalmente buscaban impedir la 
intervención del poder público en los procesos de com-
petencia política. Esta tendencia no necesariamente se 
manifiesta mediante reformas legislativas explícitas, sino 
a través de interpretaciones que gradualmente amplían 
el margen de actuación de las autoridades públicas en el 
ámbito político-electoral.

Uno de los riesgos más evidentes se relaciona con la posi-
bilidad de que los mecanismos de participación directa, 
como las consultas populares o los procesos de revoca-
ción de mandato, se utilicen en contextos que coincidan 
temporalmente con procesos electorales. La concurrencia 
entre estos mecanismos y las elecciones constitucionales 
plantea interrogantes relevantes sobre la forma en que la 
comunicación institucional del gobierno puede incidir en 
la formación de la opinión pública y, eventualmente, en 
la orientación del voto ciudadano.

El problema no radica únicamente en la existencia de 
estos mecanismos de participación directa, que forman 
parte legítima del repertorio institucional de las demo-
cracias contemporáneas. El problema surge cuando el 
gobierno participa activamente en su promoción o difusión 
utilizando recursos públicos y plataformas institucionales 
de comunicación. En tales condiciones, la capacidad de 
comunicación del Estado, muy superior a la de cualquier 
actor político, puede generar asimetrías significativas en 
el debate público.

Este escenario adquiere una dimensión particularmente 
delicada cuando se considera la posibilidad de que las 
consultas populares puedan abordar temas vinculados 
con la competencia política o con el propio sistema 
electoral. Si a ello se suma la eventual coincidencia 
temporal con procesos electorales o con otros ejerci-
cios de participación ciudadana, el resultado puede 
ser un entorno institucional en el que la comunicación 

gubernamental se superpone con la deliberación política 
de la ciudadanía.

En términos prácticos, esta superposición puede tradu-
cirse en una forma indirecta de intervención del poder 
público en la competencia política. A través de la difusión 
institucional de estos ejercicios, el gobierno podría incidir 
en el debate público y en la agenda política en momentos 
particularmente sensibles del ciclo electoral. La utiliza-
ción de recursos públicos para promover estos procesos 
introduce un elemento adicional de desequilibrio, pues 
coloca al aparato estatal en una posición privilegiada 
dentro del espacio público de deliberación.

Desde la perspectiva del constitucionalismo electoral, 
este tipo de escenarios debe analizarse con especial 
cautela. El modelo construido a partir de la reforma 
constitucional de 2007 partió precisamente de la premisa 
de que la equidad en la competencia política requiere 
limitar la capacidad del poder público para intervenir en 
el debate electoral. Permitir que la comunicación institu-
cional del gobierno se proyecte sobre procesos de deci-
sión política de la ciudadanía puede debilitar los límites 
que el constituyente buscó establecer para preservar la 
neutralidad estatal.

En este sentido, el debate actual no se restringe a una 
discusión técnica sobre el alcance de la propaganda 
gubernamental. Se trata, en realidad, de una discusión 
sobre el equilibrio institucional entre gobierno, compe-
tencia política y ciudadanía. Cuando el aparato estatal 
participa activamente en la promoción de procesos de 
decisión política que pueden coincidir con elecciones 
constitucionales, el riesgo de distorsionar las condiciones 
de la competencia democrática se vuelve considerable.

VI. Conclusiones

La reforma constitucional de 2007 al artículo 134 repre-
sentó uno de los esfuerzos más relevantes del constitu-
cionalismo electoral mexicano para fortalecer la equidad 
en la competencia política.

La consolidación de este modelo fue resultado de la 
interacción entre el texto constitucional, la regulación 
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administrativa y la jurisprudencia del Tribunal Electo-
ral. Sin embargo, las tensiones interpretativas recientes 
muestran la fragilidad de este equilibrio institucional.

Permitir la intervención comunicativa del gobierno en 
ejercicios de democracia directa no representa una sim-
ple modificación técnica del régimen de propaganda 
gubernamental. Representa, en realidad, un retroceso en 

la implementación del principio de neutralidad del poder 
público y en las garantías institucionales destinadas a 
evitar el uso político de los recursos públicos.

Preservar la neutralidad del poder público frente a la com-
petencia política sigue siendo una condición indispensable 
para garantizar la libertad del sufragio, la autenticidad de 
los procesos electorales y la equidad democrática.




